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Resol. Serie “A” N° 12
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los nueve         días del mes de octubre de dos mil veinte, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, como Presidente, y los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Ana Rosa Rodríguez, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Víctor Manuel Rotondo y Graciela del Valle Neirot de Jarma, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de ff. 173/176 del Expte. Nº 19.013 – Año: 2018 – Autos: “Cobo Rafael y Adrian José Luis Martini c/ Buabse Luis Alberto y/u otros s/ Reivindicación de Inmueble – Casación Civil”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar y en segundo y tercer lugar, los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Ana Rosa Rodríguez, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Víctor Manuel Rotondo y Graciela del Valle Neirot de Jarma. 

El  Sr. Vocal, Dr. Eduardo José Ramón Llugdar dijo:



Y Vistos:



Para resolver el recurso de casación deducido por la parte demandada a fs. 397/402 vta. de las presentes actuaciones.----------------------------------------------



Y Considerando:

I) Que impugna la recurrente la sentencia emanada de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Tercera Nominación del 09 de noviembre de 2017 (fs. 353/359 vta.), que hace lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto por la demandada y, en consecuencia, revoca la condena impuesta a Luis Alberto Buabse y confirma en lo demás la sentencia de fs. 316/323; con costas al demandado vencido, en razón de que se mantiene la condena a restituir el inmueble objeto de la acción.-------------------------------------------------

II) Que para resolver de ese modo el A quo advierte que ambas partes apoyaron su pretensión/defensa en sendos títulos de propiedad, que obran a fs. 62/63 (escritura Nº 147, del 02-06-2011) y 96 (escritura Nº 138, del 16-06-2011); ratificado el primero mediante copia de la MFR Nº 7N-8571 (fs. 85/86 y 232/233). Agrega que de la pericia de fs. 230/239, consigna que los actores gozaban de la preferencia registral, según solicitud efectuada mediante certificado para venta Nº 5331, por el Registro Nº 9 de la ciudad de San Miguel de Tucumán. Que esta preferencia (que no podía ser ignorada ni por el escribano ni por las partes intervinientes en la escritura Nº 138 del 16-06-2011), debió consignarse en el certificado Nº 6094 del 20-05-2011 (solicitado por el titular del Registro nº 10 de la ciudad de La Banda) por encontrarse -reitera- aún vigente el anterior (Nº 5331). Que ello es así, en un todo de conformidad con lo dispuesto por el inc. b) del art. 18 de la Ley 17801. Pone de relieve, que estas irregularidades dieron motivo a la Resolución interna Serie B Nº 5 bis, emanada del Sr. Director del Registro General de la Propiedad Inmueble (fs. 238), que cierra el trámite administrativo iniciado y responde al dictamen de la Asesoría Letrada de dicho organismo (fs. 235). Que en consecuencia, hubo una venta a non domino entre la Sra. Graciela Beatriz Correa y el demandado Luis Alberto Buabse (lo que podría dar lugar a futuras acciones de responsabilidad entre ellos), por lo que la ocupación por este último del inmueble objeto de esta acción fue indebida.-------------------------------------------------

Que va de suyo que aquél trabajo técnico resiste en exceso el mero pedido de explicaciones formulado por el demandado a fs. 244; agregándose a ello que la Resolución dictada por el Registro General de la Propiedad Inmueble (fs. 238) no fue atacada en los términos del entonces art. 993 del CC (hoy art. 293 del CCCN), todo lo cual torna de huero contenido a los agravios de la accionada que cuestionan la pretensa nulidad de dicho acto administrativo, encontrándose acreditada, en consecuencia, la titularidad registral de los actores, según escritura Nº 147 (fs. 62/63), de la que emana el derecho a reivindicar la cosa de quien la tuviera de manera indebida.-------------------------------------------------

En cuanto al desapoderamiento por parte del demandado, afirma que junto con la venta, instrumentada en la mencionada escritura, entre los actores y la citada por evicción, se suscribió un convenio de tenencia precaria y desocupación (fs. 263), por el cual la Sra. Graciela B. Correa debía desocupar el inmueble el 28-06-2011 (fs. 263, cláusula segunda). Que está acreditada la intimación a esta última efectuada en tal sentido (fs. 260/261), con resultados negativos (fs. 220/221). Estima que por dicho convenio, la Sra. Correa trocó su carácter a tenedora precaria y, en este carácter vendió, de manera indebida, al demandado Buabse, verificándose el requisito del desapoderamiento necesario para la procedencia de la acción interpuesta. Por lo que desestima los agravios vertidos al respecto por la casacionista.-----------------

Sin embargo, entiende procedente la revocación de la condena a la misma a abonar una indemnización por la garantía de evicción; no solamente por cuanto se extendió a quien no fué citado ni demandado por ella, sino porque los actores resultaron vencedores en el proceso. En tal sentido, aclara que la citación fue efectuada a la Sra. Graciela B. Correa y para el supuesto de que la pretensión de la actora hubiera resultado infructuosa (fs. 12), resultando aplicable el art. 2117 del CC (y a contrario sensu, el art. 1047 inc b) del CCCN). --------------------

III) Afirma la recurrente que la Cámara ha desconocido que su parte fue víctima de una clara negligencia administrativa del Registro General de la Propiedad Inmueble de Santiago del Estero el que otorgó certificado para venta cuando estaba vigente el solicitado por la actora.--------------------------------------------
Cuestiona que el Tribunal haya convalidado la Resolución Interna nº 5 bis Serie B de dicho Registro que se extralimitó en sus funciones. En ese orden, expone que no obstante la recomendación de la Asesoría Legal, en un acto totalmente arbitrario, el Director del citado organismo ordena la registración con carácter condicionado del testimonio notarial que ingresara bajo el Diario 767 de fecha 21 de junio de 2011, hasta tanto se dirima judicialmente la validez o no del mismo, situación que es cuestionable pero que lo reprochable es que inscribe en forma definitiva la escritura de la actora violentando el derecho real de su mandante.------------------------------
Se agravia de que el A quo trate como una venta non domino a la realizada por su parte y que determine que su ocupación fue indebida ya que no existió control judicial que declare la preferencia del derecho que contiene y anule la anterior inscripción.-----------------
Por ello, solicita que se declare la nulidad de la sentencia impugnada, por importar una flagrante vulneración del deber procesal de fundar, que el art. 34 inc 4º dek CPCC impone a los jueces.----------------------
Pone de relieve que su parte confió en el sistema registral, ya que de no ser confiable, carecería absolutamente de sentido el efecto de reserva de prioridad, como así también la existencia de los registros. Y que por elementales razones de seguridad jurídica, el informe del registro hizo que comprara el inmueble, hoy objeto de la litis.-------------------------
Que amén de ello, el fallo en ningún momento menciona que la citada resolución interna contiene una grosera vulneración a su derecho de defensa, ya que no se le notificó en forma fehaciente la modificación arbitraria del dominio, conforme lo ordenara la misma en su punto 4 de la parte resolutiva, y que por ello es nula de nulidad absoluta, pues violenta el principio de prioridad.--------
Critica asimismo, que el A quo desconozca al demandado su carácter de poseedor del predio despojado, a partir de una absurda merituación de los hechos y valoración de la prueba, tras violar normas legales expresas, de orden sustancial y procesal. Así, afirma que tiene acreditado el hecho posesorio sobre una premisa nula como lo es la escritura nº 350 (fs. 260), ya que contiene partes en computadora y partes en puño y letra, inobservando la obligatoriedad formal del protocolo, ya que en ningún momento salvó lo testado. Sostiene que al momento de la firma del convenio de tenencia precaria y desocupación (fs. 263), no estaba acreditado el título de dominio a nombre de los actores, por lo que dar validez legal a la tenencia precaria basada en el mismo es un prejuzgamiento evidente. Por eso, entiende que no existió desapoderamiento, ya que la actora jamás tuvo la posesión del inmueble.---------------------------------------------
Finalmente, invoca la falsa aplición del art. 391 del CPCC pues estima evidente que el Tribunal al valorar la prueba de la causa, ha vulnerado gravemente las reglas de la sana crítica, incurriendo en absurdas conclusiones, como la que afirma que al no haber atacado la resolución del registro (fs. 238), en los términos del art. 993 del CC, torna de huero contenido a los agravios de mi parte que cuestionan la nulidad de dicho acto administrativo. Que ello es así, pues de una razonable valoración de los elementos acumulados surge una prueba compuesta irrefutable de una nulidad que la Cámara debió declarar en virtud del principio procesal de control de constitucionalidad de oficio y que hubo de conducir inexorablemente al rechazo de la demanda en todas sus partes.---------------------------------------------------
IV) Que a fs. 424/428 vta. obra la contestación de la actora. Destaca en primer término, que el memorial no cumple con lo dispuesto por el art. 298 del CPCC respecto a la fundamentación del recurso. Que ello es así, por cuanto no expresa la norma o normas aparentemente violadas o incorrectamente aplicadas por el Tribunal y que es una copia del escrito de la apelación.-----------------
Manifiesta que coincide con el A quo en cuanto que el Sr. Buabse nunca fue propietario, porque compró el inmueble a la Sra. Correa, quien no era propietaria resultando, en consecuencia, dicho acto jurídico inoponible a su parte, adquirentes de buena fe y a título oneroso.--------------------------------------------------
Estima que la Resolución Interna Nº 5 bis Serie “B” del 08-05-2012, fue dictada a la luz de la normativa de fondo existente en la materia y que además se encuentra plenamente vigente y válida al no haber merecido cuestionamiento alguno por las vías legales idóneas por parte del demandado en autos. En tal sentido, señala que el Registro General de la Propiedad Inmueble, respetó lo prescripto en los arts. 5º, 17º, 18º inc. b, 22º, 25º y concs. de la Ley Nº 17801, con los efectos de la publicidad registral consagrados en el art. 21 y concs., Capítulo 5 de la misma ley, al inscribir tal resolución en la Matrícula Folio Real respectiva.-----------------------
Afirma que lo expuesto se sustenta en la pericia notarial practicada en autos como prueba de su parte y en los documentos adjuntados con la misma (fs. 230/242) y aportados por ella oportunamente.-------------------------
Destaca el proceder del Sr. Buabse quien no cuestionó en tiempo y forma la aludida resolución interna y advierte al respecto que nadie puede alegar su propia torpeza.--------------------------------------------------
En cuanto al agravio referido al desconocimiento del Tribunal de la calidad de poseedor del demandado, manifiesta que está sobradamente acreditado que la Sra. Correa asumió ese carácter para con las accionantes, por cuanto tal circunstancia tuvo lugar el 02/06/2011 al suscribir el convenio de tenencia precaria en forma simultánea a la rúbrica de la escritura traslativa de dominio Nº 147. Agrega que dicho aquél instrumento, conforme surge de fs. 255/263, cuenta con certificación de firmas, lo cual le otorga fecha cierta a los fines de la convalidación del constituto posesorio.-------------------
Estima, en definitiva, que la cuestión medular del proceso es entender que en autos sí se produjo la tradición del inmueble por parte de la Sra. Correa a los actores, aún cuando fuera en términos simbólicos o de excepción a la regla, por intermedio del constituto posesorio.------------------------------------------------
V) Que a fs. 430/432 obra el dictamen del Fiscal General del Ministerio Público quien entiende que la escritura Nº 147 del 02/06/2011 es la que tiene preferencia y que el Tribunal dio las razones fundadas de ello, por lo cual los actores tienen derecho a reivindicar el inmueble litigioso. Respecto al agravio sobre la valoración de las pruebas sostiene que resulta improcedente en esta instancia reexaminar las mismas, por no encontrarnos ante el supuesto de excepción de arbitrariedad o absurdo notorio. Por ello, estima que debe ser rechazado e recurso interpuesto.----------------------
VI) Que verificados los presupuestos de admisibilidad del presente recurso, se advierte que el mismo ha sido deducido en contra de una sentencia definitiva, dentro del plazo legal establecido por el art. 297 del CPCC. (según cédula de fs. 404 y cargo del escrito postulatorio de fs. 402 vta.) y que se ha abonado el depósito prescripto por el art. 300 del mismo Ordenamiento legal (cfr. boleta agregada a fs. 396 de autos). ---------

VII) Que del análisis de los agravios surge claro que, en esencia, son una reiteración de los planteados ante la Alzada, sin ningún argumento con sustento suficiente que justifique la revocación de la sentencia impugnada; tal como lo pone de relieve la actora. Y si bien comparto la decisión, tanto del juez como de la Cámara, de hacer lugar a la reivindicación deducida en autos, estimo necesario exponer mis propias razones. -------------------------------------------------
En efecto, en cuanto al análisis que efectúan sobre cuál de las escrituras, la de los actores o la del demandado, gozaba de la reserva de prioridad, conforme el art. 17 de la Ley 17.801, estimo que dicha cuestión ya fue resuelta por el Director del Registro General de la Propiedad Inmueble, en la Resolución Interna Nº 5 Bis, Serie “B”, del 29/01/2016, a favor de la primera. Cabe señalar que en el considerando de la misma se pone de relieve “que por trascender la esfera registral corresponde a la justicia dirimir respecto de la validez o no de los negocios jurídicos contenidos en las escrituras públicas en cuestión...”. Pero lo relativo a la determinación de cuál era la escritura que debía registrarse con carácter definitivo, por aplicación del citado art. 17, sí entraba dentro de la esfera propia de su competencia. Y a efectos de lograr un nuevo análisis de esta cuestión, el Sr. Luis Alberto Buasbe, debió deducir en su oportunidad el recurso de recalificación ante el mismo Registro (arts. 10 a 14 de la Ley provincial Nº 3813) y, en su caso, el de impugnación ante este Superior Tribunal de Justicia (arts. 15 a 18 del mencionado ordenamiento local). En consecuencia, la falta de tales planteos por parte del interesado, dejó firme la citada resolución interna; careciendo así de sustento el agravio del recurrente sobre la falta de control judicial de esta cuestión, originada en su propia inacción.----------------
Además, toda inscripción condicionada tiene un plazo de vigencia de 180 días (Art. 9º, inc. b de la Ley 17.801), prorrogable conforme lo dispuesto por el art. 9 de la Ley provincial 3813, de modo que, vencido el mismo, carecen de efecto alguno; tal lo ocurrido con la inscripción de la escritura en la que el demandado pretende sustentar su derecho de dominio. ----------------
Por otro lado, afirma que su parte confió en el sistema registral y que por elementales razones de seguridad jurídica, el informe del registro hizo que comprara el inmueble, hoy objeto de la litis. Pero es claro que no corresponde hacer responsable a la actora de las faltas o errores en que pudiera haber incurrido el Registro. ------------------------------------------------
Por todo ello, no correspondía en este proceso efectuar una revisión de la reserva de prioridad fijada en su oportunidad por el Registro General de la Propiedad Inmueble, mediante la Resolución Interna Nº 5 Bis Serie “B” del 29/01/2016, sino en todo caso, de la validez del negocio jurídico contenido en ella. Al respecto, este Tribunal ha sostenido que cuando el Registro de la Propiedad califica como nula una transferencia, está excediendo su función e invadiendo potestades asignadas a otro poder del Estado (Judicial) (STJ, sent. de fecha 09/06/2017, en autos: “Cornet Roberto Alejandro c/ Registro de la Propiedad Inmueble s/ Recurso de Impugnación. Recurso de Impugnación”; al que se encuentra acumulado Expte. 17.423 2011 Autos: “Genovecio Carlos Fabian c/ Registro de la Propiedad Inmueble s/ Recurso de Impugnación   Recurso de Impugnación”); situación que no es la de autos en tanto la mencionada Resolución -insisto- se limitó a determinar cual de las inscripciones gozaba de la reserva de prioridad y en virtud de ello procedió a registrar con carácter definitivo la de los actores.------
En definitiva, el análisis efectuado en las instancias anteriores sobre la mencionada reserva, era una cuestión que a mi juicio ya estaba resuelta por la citada Resolución del Registro General de la Propiedad Inmueble, la que se encontraba firme, y cuyo contenido estaba fuera del alcance de este proceso. -----------------------------
En cambio, comparto la valoración de la prueba realizada para determinar si estaba cumplido el requisito del desapoderamiento a los efectos de la procedencia de la acción de reivindicación; siendo también insuficientes en este punto los agravios de la casacionista, en tanto giran en torno a la falta de título de dominio de los actores, cuestión que ya fuera analizada; correspondiendo sin más desestimar la impugnación planteada. ---------------------
Por todo lo expuesto, y oído el Fiscal General del Ministerio Público, Voto por: No hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la demandada, y en consecuencia, confirmar la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Tercera Nominación de fecha 09/11/2017; por los fundamentos expuestos en la presente. Con costas al vencido.----------


A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo Federico López Alzogaray dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, emitiendo su voto en idéntico sentido.          



A las mismas cuestiones, la Dra. Ana Rosa Rodríguez, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ana Rosa Rodríguez – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero, nueve de octubre del año dos mil veinte.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: No hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la demandada, y en consecuencia, confirmar la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Tercera Nominación de fecha 09/11/2017; por los fundamentos expuestos en la presente. Con costas al vencido. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ana Rosa Rodríguez – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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